
  
 

16 organizaciones de la sociedad civil presentan demandas y 
propuestas a candidatos presidenciales sobre industrias 

extractivas y grandes inversiones 
 

Plantean 28 propuestas que serán debatidas en un foro público el miércoles 23 y jueves 24 

 
Ante la campaña electoral y la necesidad de pensar en alternativas frente al modelo de desarrollo basado en 

la explotación de los recursos naturales, 16 organizaciones de la sociedad civil se han unido para elaborar 

propuestas y plantear demandas a los candidatos presidenciales en el plano político, social, ambiental y 

económico. 

 

“Urge que el nuevo gobierno establezca cambios para regular y fiscalizar adecuadamente la explotación de los 

recursos naturales y la gran inversión. Hay graves impactos sociales, ambientales y económicos que 

demuestran que la política actual centrada en el extractivismo tiene que revisarse”, señaló la coordinadora de 

la Red Peruana por una Globalización con Equidad (RedGE), Alejandra Alayza. 

 

Las concesiones mineras, ubicadas principalmente en comunidades campesinas, crecieron de 2,3 millones de 

hectáreas en 1991 a 19,8 millones en 2010. El 80% de los lotes de hidrocarburos están superpuestos sobre 

derechos de comunidades nativas, áreas naturales protegidas y reservas territoriales para pueblos indígenas 

en aislamiento voluntario, y sin embargo desde mayo de 2010 sigue sin promulgarse la ley de consulta previa 

a los pueblos indígenas que permitiría prevenir los conflictos sociales y contribuir a enfrentar este problema. 

 
Más del 40% de los páramos de Piura, que son fuentes de agua, fueron entregados a proyectos mineros a 

mayo de 2010. Los costos ambientales de la represa Inambari son mayores que los beneficios económicos. El 

canon hidroenergético de este proyecto será de US$59 millones según un cálculo del ingeniero José Serra 

para ProNaturaleza. Pero el valor de los servicios y bienes ambientales que se perderá con el proyecto llegaría 

a los US$90 millones por año asegura el Ministerio del Ambiente. Por los 30 años que dure la concesión de 
Inambari la pérdida de bienes y servicios ambientales será de US$2.700 millones mientras que el canon de 
esos años US$1.770 millones. La diferencia bordea los mil millones de dólares.   

 

Por ello, la Asociación Nacional de Centros (ANC), APRODEH, CEPES, CONADES, CooperAcción, Fedepaz, 

Forum Solidaridad, Allpa, Propuesta Ciudadana, IPROGA, MOCICC, Jubileo Perú, RedGE, DAR, Red Muqui y  

Revenue Watch Institute se han unido parar elaborar 28 propuestas vinculadas a cinco puntos:  

1) La necesidad de garantizar el derecho a la consulta previa y la participación efectiva de la población sobre 

los proyectos extractivos y de gran inversión para fortalecer la democracia, 2) El debate para establecer 

dónde sí y dónde no son posibles estas inversiones para proteger nuestros recursos naturales cada vez más 

escasos y en peligro en un contexto de cambio climático. 

 

 3) Que los proyectos de inversión consideren el impacto ambiental y social. 4) La búsqueda de fuentes de 

energía renovables que permita al país dejar de depender del petróleo y de grandes hidroeléctricas que 

afecten la Amazonía y 5) La redistribución justa de los beneficios del sector minero. 

 

Tales planteamientos serán discutidos en un foro público el miércoles 23 y jueves 24 de marzo a las 6 p.m. 
en el Centro de Convenciones del Colegio Médico del Perú (Av. 28 de Julio Nº 776. Miraflores). Para el jueves 

está programada la participación de los representantes de los candidatos presidenciales de Alianza por el 
Gran Cambio, Fuerza 2011, Gana Perú, Perú Posible, Solidaridad Nacional y como comentaristas figuran los 

expertos Marc Dourojeanni (Consultor Ambientalista) y Javier Iguíñiz (PUCP). 

 

CON EL RUEGO DE SU DIFUSIÓN 
 
Para mayor información comunicarse con los números 982316285-4336610 o al correo 

prensa.redge2011@gmail.com 


